
		
			[image: Principios de Derecho de la Información]
		

	
		
			Joaquín Urías

			PRINCIPIOS DE DERECHO DE LA INFORMACIÓN

			TERCERA EDICIÓN

			[image: 65924.jpg]

		

	
		
			A mis estudiantes de periodismo en Sevilla, compañeros de trabajo (y a menudo amigos) de quienes tanto he ido y voy aprendiendo

		

	
		
			PRESENTACIÓN

			Estas lecciones pretenden servir de introducción al conocimiento de la regulación jurídica de la actividad informativa en España. Sólo recogen lo esencial para saber qué cosas pueden publicarse y cuáles no en los medios de comunicación, y cómo se articula la protección jurídica tanto de los informadores como de las personas afectadas por lo que se cuenta en los medios. Así que resulta bastante básico. En este libro se van a encontrar teorías claras, contadas de manera sencilla y con el mínimo de parafernalia jurídica. Eso, a mi entender, no le quita utilidad; más bien al contrario.

			La difusión de informaciones (llamémoslo periodismo, para simplificar) tiene la extraña característica de constituir a la vez una profesión y el ejercicio de un derecho fundamental. O sea, que los periodistas se encuentran con que lo que para ellos es un trabajo, aparece en nuestra Constitución como el ejercicio de un derecho esencial para el desarrollo democrático de la sociedad. Eso tiene su lado bueno, porque es agradable para el profesional saber que ejerce una actividad especialmente protegida por las leyes, y su lado malo, porque al amparo de su importancia democrática las empresas de prensa intentan a veces escaparse de las normas que protegen al consumidor frente a cualquier actividad económica. El resultado práctico, sin embargo, es que la regulación jurídica de la actividad informativa resulta en su mayoría confusa y fragmentaria. No hay, las más de las veces, normas claras y conocidas por todos. Su lugar lo ocupan un sinfín de decisiones judiciales, adoptadas por tribunales de muy diverso rango que no siempre pueden armonizarse racionalmente.

			El principal objetivo de estas lecciones ha sido plantear unas bases coherentes, armónicas y extensas para el derecho español de la información. Eso exigiría exponer de manera clara unos principios y unas normas que por su propia naturaleza ontológica son complejos y confusos. En aras de esa claridad, he intentado simplificar el lenguaje tradicionalmente opaco de la ciencia jurídica: a menudo sirve más para defender el monopolio profesional del derecho frente a las incursiones de los legos, que para dotar de coherencia científica a sus propios conceptos. La mayoría de las veces resulta perfectamente prescindible y no es raro que complicadísimas teorías jurídicas, desprovistas de esos ropajes excesivos, se muestren como simple manifestación del sentido común. En este libro se ha querido poner mucho de eso.

			Las lecciones se han ido elaborando al hilo de un programa que confeccionamos hace ya unos años Fernando Álvarez-Ossorio y yo mismo y que se basaba en un esquema inicial ideado por Manuel Medina Guerrero. Desde 1994 es el programa de la asignatura «Derecho de la Información» que se imparte en la licenciatura de Periodismo en la Universidad de Sevilla. Francis Gutiérrez y Abraham Barrero se incorporaron luego al grupo de los que lo explicamos y trabajamos. En esa media hay una base de trabajo colectivo de la que este libro es deudor.

			Durante su elaboración fue un acicate el apoyo en distintos momentos e intensidades de quienes fueron alumnas; buenas amigas, y a veces más aún: María José Molina, Loreto Pizarro, Cristina Larrauri, Rosalía García Moreno, María de Mar González Zamora y, sobre todo, Nuria Sánchez-Gey.

		

	
		
			LECCIÓN UNO

			EL DERECHO CONSTITUCIONAL DE LA INFORMACIÓN

			SUMARIO: 1. DERECHO DE LA INFORMACIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN.—2. LAS CONSECUENCIAS DE LA CONSTITUCIONALIZACIÓN DEL DERECHO A LA INFORMACIÓN.— A) La Constitución racional-normativa.—B) Los derechos fundamentales.—a) Qué son los derechos fundamentales.— b) Los derechos fundamentales en la Constitución española.— C) Las garantías de los derechos fundamentales.— 3. LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA.— BIBLIOGRAFÍA.

			1. DERECHO DE LA INFORMACIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN

			Esta obra habla en su título de Derecho de la información. Aunque no lo parezca, se trata de una denominación excesivamente vaga a la hora de definir sus contenidos. Sirve, exclusivamente, para poner en evidencia que vamos a estudiar la conexión de dos realidades: Derecho e información. En cuanto a la segunda, no es éste el lugar más adecuado para hurgar en el concepto científicamente correcto de información. Bastará recordar —a expensas de todos los matices que se quieran añadir desde la Teoría de la Información— que la idea de información implica, en todo caso, la construcción de mensajes comunicativos para narrar hechos. En cambio sí que pueden ser necesarias algunas aclaraciones a propósito de qué hablamos cuando hablamos de Derecho. Derecho son todas las reglas sociales sancionadas jurídicamente. Al organizarse la sociedad surgen constantemente normas y reglas, en todos los ámbitos, lo mismo en el interior de una familia que en la práctica de juegos y deportes o al organizar la burocracia administrativa. Algunas de estas normas son más generales o más indispensables que las demás y cuentan con el respaldo del Poder Público representativo de la sociedad; sólo ésas constituyen el Derecho en sentido estricto. El conjunto de todas las normas que emanan de, o cuyo cumplimiento garantiza el Estado, es el Derecho. Éste, omnipresente, ordena tanto las relaciones de los individuos entre sí como las de los individuos con el Estado y, por supuesto, la totalidad del funcionamiento interno estatal: toda la vida social queda enmarcada dentro de una inmensidad de normas coordinadas y garantizadas por el poder. Así, «derecho de la información» serían las normas, de cualquier entidad, que regulasen de alguna forma todo lo relacionado con la información en cualquier Estado. Y «el» derecho de la información sería la sistematización de todas ellas. La información es una realidad amplia, el derecho más y el Derecho de la información, así dicho, inabarcable. Las normas reguladoras de los contratos laborales aplicables en los medios de comunicación, el pago de impuestos por parte de medios y periodistas o los convenios colectivos que fijan los salarios correspondientes a las distintas categorías profesionales de informadores son, en cierto modo, derecho de la información.

			El análisis de esta cantidad ingente de normas exigiría una dedicación muy superior a la que permite una primera aproximación al tema pero lo que se pretende en este momento es realizar tan sólo un estudio introductorio al Derecho de la información. Es decir, facilitar unos conocimientos jurídicos primarios, sin intención de exhaustividad, que permitan entender las categorías jurídicas básicas del Derecho de la información. Con ellas como aptitudes curriculares, el interesado dispondrá de los conocimientos suficientes para poder ulteriormente investigar en profundidad y de manera coherente sobre cualquier aspecto concreto de la materia. Además, vamos a limitarnos al derecho de la información en España. La limitación estatal reduce mucho el problema de la amplitud, pero también la eficacia de lo que se estudia; aceptémoslo así y vamos adelante.

			Para dar coherencia teórica a la delimitación del contenido de nuestro estudio vamos a refugiarnos en una preposición que permite reducir el título de estas lecciones a otro menos ambicioso pero más fundamental: no se va a hablar tanto del derecho de la información como del derecho a la información. Y no es un juego de palabras. Para que la introducción al derecho español de la información tenga verdadero carácter formativo debe centrarse en lo que constituye la esencia de la materia: los principios constitucionales. La Constitución como norma generalmente suprema del ordenamiento establece los principios básicos de todo el derecho español. Además, en materia de información lo hace de manera muy detallada y con una forma muy particular: el derecho a la información. Parece que solo cambia una preposición y en realidad se trata de un concepto distinto. La palabra «derecho» es polisémica: el Derecho de algo son las normas que regulan la materia en cuestión, pero un derecho a algo es la facultad de hacerlo u obtenerlo. Cuando se usa la expresión: «tengo derecho a pensar lo que quiera», lo que se pretende decir es que el que habla dispone de una facultad que no puede ser injustamente limitada consistente en la libertad de pensamiento. El Derecho de la comida son todas las normas que regulan los productos gastronómicos, los establecimientos de alimentación, etc.; en cambio, el derecho a la comida es la facultad universalmente reconocida que tiene toda persona a alimentarse. Es en ese sentido en el que se habla de derecho a la información, aludiendo a la libertad de transmitir o recibir libremente información.

			Cuando en nuestro ordenamiento jurídico se asume y se garantiza esta libertad, se están sentando las bases teóricas esenciales de todo el Derecho de la información: cualquier norma sobre medios de comunicación que se dicte en España tiene que partir de ese principio, la libertad de información. Y ello es así gracias a que viene recogido en la norma de más alto nivel de nuestro Estado. El artículo 20.1 de la Constitución española (en adelante, CE) dice:

			Se reconocen y protegen los derechos:

			a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción.

			b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.

			c) A la libertad de cátedra.

			d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

			No hace falta ser un experto jurista para encontrar ahí el derecho a la información. Sí que puede avanzarse que se trata de un derecho autónomo, independiente incluso de los otros derechos del artículo. Dentro del apartado 1, el epígrafe a) recoge la libertad de expresión, que permite la libre difusión de opiniones; el b) asegura la libertad de creación, es decir el proceso mental por el que se elaboran las obras de la razón o el arte; el c) recoge un privilegio a favor de los profesores a la hora de definir científicamente su materia; el d), finalmente, es el que asegura la libertad que va a ocuparnos aquí. También salta a la vista que no se habla de un derecho ambiguo a la información, sino de que está garantizado el hecho de transmitir y el de recibir información con ciertas condiciones: debe ser información veraz y se va a transmitir por cualquier medio de difusión. O sea, que la Constitución tampoco se queda en formas huecas y excesivamente ambiguas. De hecho, como se verá, incluso es todo lo contrario. En fin, que la base del derecho de la información es la libertad de informar y de informarse. Eso es el derecho fundamental (o sea, recogido y garantizado frente a todos en la Constitución) que constituye la piedra angular del régimen jurídico de la información. Por eso éste va a ser un curso acerca del derecho fundamental a la información, con más propiedad, llamado libertad de información. Y lo que interesa destacar es que estudiando detalladamente esta libertad se puede conocer todo lo esencial del derecho de la información. El programa de la asignatura es en realidad una reiteración un poco más detallada del artículo 20 CE.

			Pero además, en la Constitución aparecen otras referencias al mundo de la información. Algunas tienen trascendencia para nuestro estudio, otras no. Así, el artículo 17.3 CE dice que «toda persona tiene derecho a ser informado de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención». Se trata del derecho a una información en concreto, no del derecho a estar informado en general, dentro de un marco de comunicación social libre. Igual sucede con el artículo 24 cuando indica que todos tienen derecho a ser informados de la acusación formulada contra ellos. Más adelante veremos que el artículo 20 no se refiere tanto de un derecho a ser informado de algo determinado, como —si acaso— a estar informado, en general. Tampoco cuando el artículo 9.3 habla de que la Constitución garantiza la publicidad de las normas se está definiendo el régimen de la información. Se trata de derechos, todos, que se realizan a través de la comunicación, pero no integran el derecho a la información del que vamos a tratar aquí.

			En cambio, otros apartados constitucionales sí que lo van a afectar directamente. A ellos se irá aludiendo en su momento adecuado, aunque no es difícil adelantar algunos ejemplos: la libertad ideológica, del artículo 16 CE, como proceso previo a la expresión de opiniones; los derechos al honor, la intimidad y la propia imagen, del artículo 18 que ayudan a delimitar la expresión y la información constitucionalmente protegida; la libertad de empresa, del artículo 38, que influirá sobre el derecho a crear medios de comunicación; por último, el artículo 149.1.27.ª CE establece la competencia exclusiva del Estado central para las «normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión».

			Al limitarnos al estudio de las bases constitucionales, excluimos de nuestras lecciones algunos otros temas del derecho de la información. Así, esencialmente, se va a hablar de qué se puede y qué no se puede publicar, y de las consecuencias de ello. Nos referiremos en detalle a qué se entiende por vulneración del derecho al honor, la intimidad o la propia imagen de otra persona. Se va a hablar también de qué informaciones se pueden conseguir lícitamente y cuáles no. Entraremos en los delitos que castigan la publicación de informaciones que atentan contra derechos de otras personas. Más allá, analizaremos el secreto profesional y la cláusula de conciencia. Incluso abordaremos las bases que han de guiar la política estatal en materia de creación de medios de comunicación.

			Pero hay temas de los que no se va a hablar en estas lecciones, porque entran en el ámbito de la regulación legal subconstitucional. No se va a hablar de los derechos de autor sobre el material informativo o artístico. Tampoco se tratará el régimen particular de concesión de emisoras de FM, ni televisiones por cable o locales, ni similar. Apenas se aludirá a la normativa que regula la gestión económica de un medio de comunicación. Ni a la normativa laboral relativa a los contratos laborales y el régimen de trabajo y seguridad social de los periodistas. No se abordará de ningún modo el régimen fiscal y de impuestos de las empresas periodísticas. En definitiva, este curso introductorio sólo entra en las bases que inspiran toda la normativa aplicable a un periodista en su vida profesional, sin extenderse en cada una de las regulaciones concretas. La mayoría de estas materias que hemos señalado pueden estudiarse acudiendo a obras jurídicas mucho más específicos. Además, en principio no plantean tantos problemas como la cuestión de qué se puede publicar y qué no se puede publicar.

			2. LAS CONSECUENCIAS DE LA CONSTITUCIONALIZACIÓN DEL DERECHO A LA INFORMACIÓN

			El planteamiento que hemos hecho nos obliga a comenzar por la Constitución. La característica definitoria esencial de la libertad de información es que aparece en la Constitución. Para entender qué significa esto hay que detenerse primero en qué es esta norma y luego en la eficacia jurídica de los derechos fundamentales que contiene. Ambos son temas de teoría general del derecho constitucional; quien domine medianamente esta materia, puede saltarse directamente el resto de la lección.

			¿Qué es una Constitución? A esa pregunta caben, en idioma español, diversas respuestas válidas. La Constitución de una sociedad puede ser su naturaleza: el modo en que está organizada. Precisamente así, de forma puramente descriptiva, se utiliza la expresión en la antigüedad clásica y en la teoría política hasta, prácticamente, el siglo XVII. A partir de la polisemia de la expresión «Constitución», un sector teórico de pensamiento entendía entonces que la Constitución de un país no es sino la correlación de fuerzas reales que determinan el ejercicio del poder dentro de ese país. No se trataría tanto de normas jurídicas dictadas en un momento único como, sobre todo, de un producto de la historia y la sociología. Para estos autores, la constitución real son los factores que determinan el poder mientras que la Constitución escrita y aprobada cobra un sentido estrictamente formal; sin efectos en la práctica. Con ello se le quitaba eficacia normativa a los textos constitucionales, que quedaban reducidos al papel de meras declaraciones de intenciones, o deseos de buen gobierno; sin ninguna sanción efectiva en caso de incumplimiento.

			Frente a esta tendencia, las constituciones escritas que proliferan tras la caída del antiguo régimen, cobran trascendencia especial tanto por el hecho de formularse en un documento y un momento constituyentes únicos, como por la pretensión de modificar la realidad y de tener efectos prácticos con que se aprueban. La primera sorpresa es que parten del convencimiento de que resulta posible establecer o modificar, mediante actos de la voluntad humana, la constitución política de una sociedad. Esta idea triunfó de tal manera que hoy día nos parece algo obvio, de tan indiscutible; sin embargo, se trata de una construcción mental que sólo se extiende tras un largo proceso hacia el apogeo de las normas jurídicas escritas. Históricamente, el hecho de que en un papel se recojan una serie de ideas acerca de cómo se debe organizar algo y desde ese mismo momento lo escrito tenga efectos sobre la realidad, transformando de acuerdo a lo previsto, es un fenómeno muy reciente. En principio, la mayoría de las normas han sido siempre fruto del poder, resultado de decisiones arbitrarias tomadas en cada caso por quien tiene la fuerza bruta. La organización de la sociedad no se hace alrededor de la razón como mecanismo de articulación, ni en pro del bien común, sino que inicialmente son relaciones de poder e intereses personales de quienes tienen la fuerza los motores del modelo de organización social. A pesar de que las comunidades se van haciendo más numerosas y las relaciones en su interior mucho más complejas, durante mucho tiempo no existen normas preestablecidas que ordenen su funcionamiento: es la fuerza la que de manera arbitraria e imprevisible impone prohibiciones, castigos, órganos de decisión, etc. Aunque hoy día tengamos la tendencia a interpretar el pasado con nuestras propias claves de vida, el Derecho es verdaderamente un invento muy reciente. Es cierto que desde la antigüedad se conocen listados de disposiciones que parecen normas encargadas de prever el funcionamiento de la sociedad incluyendo incluso lo que tienen la apariencia de relación de delitos y sus penas; en realidad no eran Derecho en sentido actual. Ni el código de Hammurabi, ni la mayoría de leyes romanas, ni las recopilaciones de la edad media son normas generales con apariencia de objetividad y aplicables universalmente capaces de dar estabilidad a la sociedad; son simplemente recopilaciones de las soluciones dadas arbitrariamente en casos concretos a problemas concretos. Constituyen el germen del Derecho porque el peso de la tradición va a traer la idea de que hay que hacer las cosas como siempre se han hecho, pero siguen siendo actos puntuales de fuerza, desprovistos de ninguna garantía de previsibilidad. Sin embargo, a medida que se complica la sociedad surge un fenómeno que va a traer el nacimiento del Derecho: la concentración del poder. Los grupos sociales tienden históricamente a agruparse. Los condados se unen, los reinos de ensanchan y el poder va dejando de ser tan disperso. El control de estos grupos tan grandes ya no puede realizarse en su totalidad físicamente, a través de la fuerza bruta, por parte de quien manda. Así que poco a poco no queda más remedio que crear una estructura burocrática y, ¡dictar normas aplicables a todo el territorio!

			A partir de que el Estado se complica administrativamente y se va centralizando el poder —en un principio en la persona de un monarca único— se hace necesario dejar por escrito cuáles son las normas que se aplican, por el mero hecho de que sólo así puede un único órgano controlar todo el poder del Estado. Se comienza por poner por escrito lo que es la constitución tradicional del Estado, es decir las costumbres —fruto, ya se dijo, de la reiteración de decisiones arbitrarias de quien poseía la fuerza física— por las que hasta el momento se ha ido rigiendo. Sin embargo parece claro que, iniciado este proceso, se abre la posibilidad de escribir normas nuevas inspiradas por la razón en vez de por la tradición. Ésa es la pretensión de la burguesía a finales del siglo XVIII. A partir de entonces se comienza a pensar que también es posible cambiar la estructura del poder a través de normas jurídicas dictadas con esa intención. Se aprueban textos que dicen: «Nosotros el pueblo, establecemos esta Constitución para nuestro país». De ahí, empieza a utilizarse el término «Constitución» también para aludir a la norma fundacional del Estado. Deja de ser una descripción de la organización del poder y se convierte en un mandato para organizar el poder. En la norma que explica cómo se adquiere, se ejerce y se pierde el poder dentro del Estado. Entonces es cuando surgen las primeras Constituciones escritas, que traen consigo, en un importante paso histórico, el final del llamado antiguo régimen.

			Pero tampoco se va a tratar de cualquier mandato para la organización del poder. Por razones históricas sólo se va a denominar Constitución a las normas que organizan el poder en un Estado basándose en tres premisas: separación de poderes, imperio de la ley y garantía de los derechos. La separación de poderes consiste básicamente en que el poder estatal, aunque único, no debe quedar concentrado en una misma persona u órgano. A partir de ahí el mandato puede organizarse de distintos modos, que van desde la separación real hasta el equilibrio entre poderes, con alguno que contrapese al resto, de modo que se asegure su sujeción a la Constitución. Y precisamente en esto último consiste el imperio de la ley: en que el Estado constitucional tiene que organizarse a partir de normas jurídicas que emanen del pueblo, en quien descansa la soberanía. Toda la actuación del aparato del Estado necesita de una norma jurídica habilitante, de origen democrático. En cuanto a los derechos, la idea es que una Constitución que lo sea realmente debe organizar el poder a partir del reconocimiento de unos derechos fundamentales básicos de los ciudadanos y de su respeto. Los principios con los que se organiza el Estado emanan de los derechos y quedan supeditados a ellos. Las tres premisas han ido evolucionando a lo largo del tiempo, pero —de un modo u otro y con diversos niveles de cumplimiento— han sido y son aún las bases del Estado constitucional.

			A) LA CONSTITUCIÓN RACIONAL-NORMATIVA


			Uno de los problemas con los que siempre se ha enfrentado la teoría constitucionalista es el de la fuerza jurídica de la Constitución. Como la Constitución intenta regular todo el ejercicio del poder, necesariamente tiene que ser muy genérica en sus disposiciones. Así, en principio puede dar la idea de que unas normas formuladas en términos tan genéricos pertenece más al ámbito del deseo, de la ética, que al de la realidad o del derecho. Esta impresión de que lo que establece la Constitución debe tener tan sólo un carácter orientativo, pero no obligatorio, podría reforzarse por el hecho de que se aprueba en un momento histórico muy determinado pero se mantiene en vigor durante mucho más tiempo: en el año 2050 quedarán vivas muy pocas personas de los que votaron a favor de nuestra Constitución. Frente a estas objeciones hay que señalar que la Constitución es un acto dictado con la voluntad de modificar la estructura de poderes de un país. La generalidad del texto no es problema si existen mecanismos jurídicos que permitan solucionar las dudas de interpretación, dando la que se denomina interpretación auténtica de la Constitución: tanto de sus lagunas, como de sus contradicciones, como de sus ambigüedades. La figura de este intérprete supremo de la Constitución, capaz de solucionar las discusiones sobre el carácter normativo de la misma, también soluciona, a través de su adaptación al tiempo, las dudas que plantean sus pretensiones de vigencia temporal indeterminada. Al resultado de esta manera de entender las posibilidades de organización del Estado se le llama «Constitución racional-normativa». Parte de la creencia de que es posible establecer de una vez para siempre y de manera general un esquema de organización en el que se encierre la vida toda del Estado y en el que se subsuman todos los casos particulares. Este concepto concibe la Constitución como un complejo normativo establecido de una sola vez y en el que de una manera total, exhaustiva y sistemática se establecen las funciones fundamentales del Estado y se regulan los órganos, el ámbito de sus competencias y las relaciones entre ellos1. Se trata de un conjunto de normas, con eficacia jurídica directa, armonizadas e interpretadas de manera racional.

			Las constituciones que surgen con estas características van a plantear una serie de problemas teóricos que no se daban antes: por ejemplo, el problema del poder constituyente, es decir, el de cómo se determina quién tiene autoridad para establecer la misma Constitución estatal; también surge el problema de cómo puede reformarse o revisarse la Constitución. Es necesario que el orden estatal tenga pretensiones de durabilidad en el tiempo, sobre todo porque se trata del modo de organización que se considera racionalmente justo. Pero a la vez hace falta prever la posibilidad de adaptarlo a los cambios sociales, estableciéndose un equilibrio entre continuidad y renovación; está, por último, el problema de la garantía de la Constitución. Para que todo lo dispuesto en el texto constitucional se convierta en derecho vigente son necesarios mecanismos que aseguren su supremacía sobre todos los poderes y órganos del estado. Ésta es la cuestión más importante. La Constitución, como norma que regula la manera en que se adquiere, ejerce y pierde el poder dentro del Estado, debe situarse por encima de todas las demás normas, y por encima de la voluntad del Parlamento, de los jueces, del Poder ejecutivo y hasta del pueblo mismo. Y esa superioridad no puede ser meramente ética o moral, sino que necesita de una sanción jurídica para los casos en que se incumpla. Así, la importancia de los derechos fundamentales, como la libertad de información, radica en que aparecen recogidos en la Constitución y en que, por ello mismo, son superiores al resto de intereses o voluntades del Estado. Los derechos recogidos en la Constitución sólo pueden limitarse por otros derechos o valores constitucionales de su mismo rango, y ello exige procedimientos que aseguren la primacía constitucional.

			En España el garante «natural» de los derechos fundamentales y de la Constitución entera es, esencialmente, el poder judicial; es decir, los jueces y tribunales ordinarios. Como sea que a veces la Constitución necesita de un poder que asegure su eficacia incluso sobre el legislador, el ejecutivo o esos mismos jueces, existe un órgano dedicado en exclusiva a la defensa de la Constitución. Se trata del Tribunal Constitucional. Este Tribunal no forma parte ni del poder judicial ni de ningún otro; orgánicamente se sitúa al mismo nivel que el propio texto constitucional y su función es la intérprete supremo de la Constitución. A través de procedimientos jurisdiccionales específicos se encarga de la salvaguarda de los derechos fundamentales frente a los ataques del poder público, de resolver los conflictos entre los entes territoriales del Estado y entre órganos constitucionales y de controlar que las leyes sean conformes con lo dispuesto en la Constitución.

			Este curso se va a centrar en las consecuencias que trae el hecho de que la libertad de información aparezca recogida en la Constitución. En especial en lo que haces a sus efectos jurídicos. Por tanto, procede echar ahora un vistazo a cuáles son las garantías que disfrutan los derechos fundamentales en España.

			B) LOS DERECHOS FUNDAMENTALES


			La expresión «derechos fundamentales» es relativamente moderna en la ciencia constitucional. Funda una categoría jurídica que goza de la mayor protección posible dentro del Estado. Conviene abordar primero qué son los derechos fundamentales, para pasar inmediatamente a ver en qué consisten las garantías específicas que los protegen en el ordenamiento español.

			a) Qué son los derechos fundamentales

			i) Concepto de derecho

			El concepto de derecho ya se insinuó al principio de esta lección. Un derecho es la facultad de hacer o de recibir algo. En el lenguaje común se dice que uno tiene derecho a algo cuando puede hacer algo sin ser molestado («tengo derecho a decir lo que quiera») o cuando alguien tiene el deber de proporcionarle algo a uno («tengo derecho a mi plato de comida»). Del mismo modo, cuando se habla de derecho de manifestación, se quiere decir que uno puede manifestarse sin encontrar obstáculos para ello. Ahí el derecho es una facultad del ciudadano frente a la que el Estado esencialmente tiene que abstenerse, que dejar hacer. En cambio, si se habla de «derecho a la atención sanitaria», la facultad consiste en que el Estado proporcione algo, en este caso un servicio médico. A veces, sin embargo, el derecho consiste en no hacer algo. Por ejemplo, la libertad religiosa también es el derecho a no practicar ninguna religión. O a no recibir algo por parte del Estado: el derecho a decidir la educación de los hijos, por ejemplo. De ese modo, puede decirse que todos los derechos consisten en la facultad de hacer o no hacer algo, o en la de recibir o no recibir algo.

			En principio venimos usando ejemplo de derechos que se articulan frente al Estado, aunque indirectamente implican también una obligación de respeto por parte de los demás ciudadanos. No obstante hay otros derechos, de menor rango, que se dirigen contra otros ciudadanos. Así, quien paga el alquiler de un piso tiene derecho a cambiar la cerradura, o tiene derecho a que el dueño repare una grieta en el techo. Quien paga un billete de autobús tiene derecho a ser transportado en las condiciones previstas. Lo que sucede es que hay derechos de diversos tipos y rangos. Lo que unifica jurídicamente la categoría «derechos» es que son facultades que se pueden hacer valer efectivamente. Es decir que si no son respetados por alguien, el afectado puede acudir ante los tribunales de justicia y exigir que se aplique el derecho. Lo que caracteriza a un derecho cualquiera es la tutela judicial: los derechos, todos ellos, están protegidos por los jueces.

			En un Estado democrático la esfera jurídica de cualquier persona la conforman esencialmente derechos. Hay también algunas obligaciones, pero son, en el nivel teórico, la excepción. Sin embargo, no todos estos derechos son derechos fundamentales. Hay derechos que nacen de contratos privados, otros que derivan de normativa administrativa de rango inferior, algunos creados por leyes del Parlamento…, incluso hay derechos sin contenido jurídico, como expresión de declaraciones universales de intenciones. Ninguno de éstos son derechos fundamentales.

			ii) Definición de derechos fundamentales

			La característica esencial de la categoría «derechos fundamentales» es que aparecen recogidos y garantizados en la Constitución. Su propiedad básica es la resistencia frente al legislador. Es decir, que además de poder acudirse a los tribunales cuando alguien no los respete (tutela judicial), los derechos se imponen incluso al Parlamento. En la teoría democrática formal, la esencia de la democracia estaba en la elección de un Parlamento; hoy día, la esencia del concepto de democracia radica en el respeto a unos derechos mínimos, que se impone incluso a la voluntad de la mayoría o a la del Parlamento elegido democráticamente. La democracia exige derechos de la persona jurídicamente resistentes a las leyes. Nótese que, así, sólo son derechos fundamentales los que disponen de una garantía constitucional, porque sólo la Constitución se sitúa por encima del legislador parlamentario. Es decir, aquellos de los que las constituciones dicen que todo el mundo y todos los poderes del Estado deben respetar, con mecanismos jurídicos que aseguren este respeto. Los derechos se plasman en las constituciones como el fruto de una evolución histórico y reflejan en sí unos valores consensuados por la tradición jurídica de los países de su entorno. Pero no se limitan a ser declaraciones o enumeraciones, sino que son derecho vigente. Si no hay mecanismos de garantía suficiente, incluso frente a la ley, los derechos no son fundamentales2. El legislador, en los sistemas constitucionales democráticos, tiene el poder básico de configuración de la sociedad. En la teoría clásica formalista ese poder le viene por el hecho de representar al pueblo, en el que reside la soberanía del Estado. Bueno, pues incluso así, el legislador —y el mismísimo Pueblo— encuentran en la Constitución y, especialmente, en los derechos fundamentales un límite a su libertad de configuración. Los derechos no podrían alterarse ni siquiera por una norma aprobada mayoritariamente en referéndum por el pueblo. De ese modo, al hablar de derechos fundamentales, hablamos de sociedades que no se organizan a partir del respeto a la mayoría, sino del respeto a unos derechos esenciales de la persona.

			Pero sólo son fundamentales los derechos de la persona en la medida en que están en la Constitución y se protegen jurídicamente frente a todos los poderes del Estado. Se impone distinguir entre derechos fundamentales (constitucionalizados y garantizados) y otras categorías aparentemente similares, como las de derechos naturales o derechos humanos.

			Los derechos naturales son mandatos éticos, que existen más allá del mundo del derecho. Los derechos naturales son aquellos que se reivindican, desde el mundo de la ética o la filosofía, como valores humanos que deben disfrutar todas las personas por el hecho de serlo. No aparecen garantizados jurídicamente y su único valor se mueve en el mundo del deber ser. No responden a una decisión del constituyente que quiere organizar sobre ellos la sociedad, como sucede con los derechos fundamentales.

			Por su parte, los derechos humanos son los mandatos recogidos en declaraciones internacionales que pretenden ser la plasmación de las tradiciones humanistas del mundo entero. Se trata de listados de aspiraciones que la mayoría de países considera que deben fundar el orden jurídico de cualquier Estado. Sirven para evaluar externamente el grado de democracia que hay en cualquier Estado. El respeto a los derechos humanos es un valor internacional, que dentro del derecho vigente en un lugar puede plasmarse en la existencia de unos derechos fundamentales, pero también en un respeto de facto, por mera arbitrariedad y sin normas constitucionales que los garanticen. El concepto de derechos humanos se mueve ya sea en el plano de las relaciones internacionales ya, como mucho, en el del derecho internacional. Normalmente, desde un punto de vista de juicio ético de la legitimidad de un régimen político. En algunos organismos supraestatales regionales se han creado sistemas de protección de los derechos humanos de los ciudadanos de los Estados miembro. Ello los acerca en la práctica a los derechos fundamentales; la diferencia sigue estando en que la vinculación de un Estado por esos tratados internacionales es voluntaria, revisable y, sobre todo, posterior al momento constituyente. Frente a ello, los derechos fundamentales son decisiones constitutivas de una sociedad, que se decide sobreponer, como norma jurídica, a todas las decisiones posteriores del Estado, incluso del legislador.

			Esta supremacía de los derechos sobre el legislador conlleva lo que se denomina «doble carácter de los derechos fundamentales». Porque al limitar la libertad de configuración de la sociedad, están diseñando un modelo de sociedad. Por eso se dice que los derechos tienen un sentido como facultades de los ciudadanos y otro como configuradores del Estado. Así el derecho al voto es una facultad de la que no se puede privar a las personas pero también implica que el Estado se organiza a partir de un proceso electoral en el que participan los ciudadanos. O la libertad de información, igual que protege a los titulares de la actividad informativa, también implica un Estado en que hay una circulación de informaciones que permite el control por los ciudadanos del funcionamiento de los poderes. En fin, que en todos los derechos fundamentales hay un sentido subjetivo, de reivindicación individual y un sentido político, de organización del Estado.

			iii) Clasificación (o no) de los derechos

			A partir de ahí ha habido muy diversos intentos de clasificar los derechos fundamentales. Las clasificaciones científicas merecen la pena, sobre todo en el mundo del derecho, tan sólo si de ellas pueden sacarse consecuencias prácticas. Sin embargo la doctrina, en un esfuerzo baldío de autocomplacencia, ha recurrido a distintos criterios: por el momento histórico en que se incorporaron a las constituciones, por la «esencialidad» dentro de la Constitución del Estado, por el papel del Estado frente a su reivindicación. En general, casi todos coinciden en diferenciar tres tipos básicos de derechos fundamentales: los derechos de la personalidad (el derecho a la vida, a la seguridad personal, a la integridad física…), las libertades públicas (el derecho de sufragio, de reunión y manifestación, de asociación…) y los derechos sociales (derecho a la educación, al trabajo, a la sanidad…). Cada uno de estos tipos coincidiría también con un momento histórico concreto: en el primer momento revolucionario, se lucha por afianzar los derechos de la personalidad frente al antiguo régimen (el valor de la vida, de la libertad física, de la propiedad privada); luego, en la etapa de la democracia formal, la burguesía más avanzada lucha por libertades públicas orientadas especialmente a la configuración electoral de la sociedad (voto, asociación, manifestación, expresión); con el advenimiento del Estado social, lo trascendente es asegurar prestaciones estatales que adoptan forma de derechos sociales (educación, sanidad, trabajo). Toda esta clasificación sirve para entender cómo han ido evolucionando los derechos y su relación con los poderes públicos, pero oculta la verdadera manera en la que funcionan hoy en día. Aunque incluso el Tribunal Constitucional acuda en ocasiones a ella, ya no es realista distinguir entre derechos de libertad y derechos de prestación, por ejemplo, puesto que hoy en día todo derecho tiene una parte de ambos.

			En efecto, cada derecho exige un grado distinto de actuación de los poderes públicos. En el derecho a la vida, por ejemplo, se espera que el Estado no atente contra la vida de las personas, pero también que ponga los medios a su alcance para que otros particulares no atenten contra la vida de un ciudadano e incluso que intervenga activamente para salvar la vida de los ciudadanos en peligro inminente. Del mismo modo, el derecho a la educación no es sólo la obligación del Estado de proporcionar una educación, también la libertad de los padres de elegir una educación para sus hijos. Hay otros derechos, incluso fuera de la Constitución, en los que la actitud del Estado es simplemente la de garantizarlos frente a otros particulares: el derecho de los consumidores a estar informados sobre los productos, o el del arrendatario a un contrato de alquiler de cinco años de duración, o el derecho a que nadie tape una ventana con otra casa, por ejemplo.

			Se ve, entonces, que los derechos fundamentales no tienen una naturaleza única ni frente al Estado ni frente a otros particulares. Porque también es cierto que igual que el derecho de asociación o manifestación necesariamente han de ejercerse en grupo, el derecho a la integridad física, a la propia imagen o a la libertad individual tienen siempre titulares unipersonales. En realidad, la diversificación de tantos derechos se debe, en especial en las declaraciones de los que se consideran esenciales para el hombre, precisamente a su variedad. Las normas jurídicas tienen que reconocer un elevado número de derechos porque, además de un contenido distinto (pero relacionado casi siempre con la libertad o la igualdad), cada derecho implica un grado distinto de intervención estatal y se ejerce con un grado distinto de autonomía personal. De ahí que sea necesario diferenciar jurídicamente el derecho de asociación del derecho de reunión, o la libertad de información de la de expresión. Al descubrir qué derecho está en juego en cada caso se descubrirá también cómo se ejerce (si es un derecho de todos o sólo de los españoles, si tiene requisitos o no, por ejemplo) y cuáles son sus límites.

			Mientras más criterios se utilicen, mejor se descubre esta autonomía propia de cada derecho. Si se dibuja un eje de coordenadas, con la intención de situar en él los derechos, puede advertirse que difícilmente habrá dos derechos que se sitúen en el mismo lugar (puede hacerse llamando a un eje «necesidad de acción legislativa» y al otro «ámbito personal o social»). Si se aumenta la dimensión (introduciendo, por ejemplo, un nuevo eje denominado «titularidad de nacionales o general») los derechos se disgregarán definitivamente. La conclusión: el ámbito en el que cada derecho afecta a la esfera jurídica de los ciudadanos es propio e independiente. Aunque los derechos puedan agruparse según criterios diversos y con intención simplificadora, en principio la Constitución los organiza de modo coordinado y sin colisiones en cuanto a su contenido esencial.

			b) Los derechos fundamentales en la Constitución española
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			Partiendo de lo que hemos visto, ¿cuáles son, en este índice los derechos fundamentales recogidos en la Constitución española? La expresión «derechos fundamentales» aparece en el encabezado del Título I, en el de la Sección primera del Capítulo II de ese mismo Título y en el del Capítulo cuarto. ¿Con cuáles nos quedamos? Con ninguno. El concepto de derechos fundamentales no es exclusivamente nominal. No basta con que una Constitución diga que un derecho es fundamental para que automáticamente lo sea. Ya se ha visto que la marca de los derechos fundamentales está en sus mecanismos de garantía. Y una garantía que debe ser, además, válida frente al legislador. Así que de ese índice lo que hay que deducir es que los derechos fundamentales están en el Capítulo cuarto. Es decir, que el Capítulo cuarto, al establecer las garantías es el que nos ha de decir qué derechos, de entre los diversos apartados de la Constitución, son fundamentales y cuáles no. Hay que ir, pues, al artículo 53 de la Constitución, que es el fundamental dentro de ese Capítulo cuarto.

			Artículo 53. 1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161.1.a).

			2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 3.º

			3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

			Cada uno de los tres apartados de este artículo establece un nivel de garantías. Del apartado segundo se deduce que el mayor nivel de garantías es el que protege a la Sección primera del Capítulo II del Título I (art. 15 a 29). Los derechos que aparezcan en esos artículos disfrutan de un procedimiento judicial especial de protección (que es preferente y sumario, o sea privilegiado sobre los otros asuntos judiciales y más breve en su tramitación) y de la posibilidad de acudir ante el Tribunal Constitucional directamente para exigir su protección. ¿Quiere esto decir que tan sólo los derechos de esta Sección son fundamentales? No. Absolutamente no. Lo único que eso significa es que se trata de los derechos más protegidos del ordenamiento español. Pero puede haber otros que, sin ese mismo nivel de protección adicional, también sean fundamentales. ¿Cómo se sabe? Pues, evidentemente, por la vinculación del legislador. Lo que identifica a los derechos fundamentales no es que estén ultra protegidos jurídicamente sino que vinculen al legislador. Que sean indisponibles para el Parlamento, que éste tenga que respetarlos absolutamente.

			Así que donde se habla de los derechos fundamentales es en el apartado 1 del artículo 53. Y la vinculación del legislador se establece ahí de manera soslayada. Se dice que los derechos del Capítulo segundo entero (arts. 14 a 38) vinculan a todos los poderes públicos. Entonces se matiza que la ley podrá regular el ejercicio de tales derechos. Eso quiere decir que el legislador está sometido al contenido (esencial, en palabras del texto constitucional) de los derechos. No puede anularlos ni restringirlos, sólo fijar las condiciones en las que se usan. Los derechos fundamentales son intrínsecos a la persona y quedan garantizados desde el mismo momento en que se incluyen en la Constitución, sin necesidad de normas de aplicación. Desde que aparecen en un artículo del Capítulo segundo, pueden invocarse ante los tribunales y nadie —ni siquiera el Parlamento— puede saltárselos. Ahora bien, a través de una norma parlamentaria sí que se puede concretar la manera en que se hacen efectivos. Así, por ejemplo, una ley no puede eliminar el derecho de manifestación, pero sí que puede establecer cómo se informa a las autoridades de que se va a celebrar una manifestación, con que anterioridad debe hacerse y ante que organismo. Está claro que en la regulación del ejercicio pueden incluirse limitaciones del derecho. Por ejemplo, si la ley establece que debe informarse a las autoridades de la celebración de cualquier manifestación con un año de antelación se le estará quitando al derecho su sentido constitucional como vía de expresión de la postura de los ciudadanos participantes ante cualquier asunto de actualidad. En tal caso, el Tribunal Constitucional podrá anular la ley, porque en vez de regular el ejercicio está intentando ponerse por encima del derecho y regular el derecho mismo. Un ejemplo de esto fue la ley de seguridad ciudadana; el Tribunal Constitucional anuló un precepto de la misma porque decía que la expresión «flagrante delito» que autoriza, según el artículo 18 CE, a la entrada en el domicilio de una persona debía interpretarse de manera que los delitos de narcotráfico o terrorismo siempre se considerasen flagrantes. Ello, más que regular el ejercicio era eliminar parte del contenido de un derecho; afectar a su contenido esencial.

			En cuanto a los derechos del Capítulo tercero sólo cabe decir que en realidad no son derechos fundamentales. Más adelante se vuelve sobre ello.

			C) LAS GARANTÍAS DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES


			Acabamos de ver que en la Constitución española no todos los derechos tienen las mismas garantías. Todos los derechos fundamentales, de acuerdo con el artículo 53.2 CE disfrutan de tres garantías esenciales: eficacia directa, reserva de ley y control de constitucionalidad. La eficacia directa significa que son derecho vigente desde la entrada en vigor de la Constitución. Los derechos fundamentales obligan a todos los poderes del Estado sin necesidad de ningún desarrollo legislativo ulterior.

			La reserva de ley es lo que se denomina una garantía institucional: implica que el ejercicio de los derechos sólo puede regularse en una ley, en una norma elaborada por el órgano que, en la estructura clásica del Estado, representa al pueblo —porque es elegido directamente por él— y que se sitúa en la cúspide del sistema normativo. No significa que las leyes no puedan incluir en este tema remisiones a la regulación del poder ejecutivo, sino que el régimen general de los derechos debe decidirse en un órgano plural y supremo como es el Parlamento. En esta tarea, ya se vio, el legislativo se encuentra siempre el límite del contenido esencial de los derechos: aquello que hace al derecho recognoscible y que si se altera, altera al derecho mismo.

			En cuanto al control de constitucionalidad, es simplemente la posibilidad que tiene el Tribunal Constitucional de examinar la adecuación de las leyes a la Constitución y anular las que se opongan a ella. En España, estos procedimientos no pueden ser iniciados a iniciativa de los ciudadanos titulares de los derechos, sino que la facultad de poner en marcha el control de constitucionalidad se deja exclusivamente en manos de órganos cualificados del Estado o del poder judicial.

			Además de ello, todos los derechos fundamentales disfrutan de una garantía «natural» que es la protección de los jueces y tribunales. Frente a cualquier violación de sus derechos procedente del poder ejecutivo, o de otros particulares pueden instar la protección de los órganos judiciales. Sin embargo, esto no es ninguna garantía específica de los derechos fundamentales, sino de los derechos de cualquier tipo que sean. Sí es cierto que en algunos derechos la intervención del poder judicial constituye una reserva jurídica que integra el propio derecho. Así, la intervención de las comunicaciones o la autorización para entrar en el domicilio, del artículo 18 CE. Del mismo modo, el artículo 20.5 CE establece que sólo mediante resolución judicial puede acordarse el secuestro de medios de información.

			Los derechos de la Sección primera del Capítulo segundo del Título primero gozan de más garantías jurídicas; aquí interesan porque son aplicables también a la libertad de información. Dejando de lado la protección reforzada frente a la reforma constitucional de estos derechos (art. 168 CE), la primera garantía específica es un procedimiento especial ante los tribunales ordinarios. La idea es que, frente a violaciones de estos derechos, los ciudadanos deben disponer de un procedimiento rápido y eficaz ante los tribunales: preferente, es decir con prelación sobre el resto de asuntos que trate el órgano judicial, incluso de los ingresados antes; sumario, es decir con todos los plazos reducidos para acelerar la solución judicial. Sin embargo, pese al terminante tenor del texto constitucional aún no se ha creado un procedimiento judicial específico para la protección de los derechos fundamentales de la Sección primera. Se dictó, un día antes de la Constitución la Ley 62/1978 que establecía provisionalmente un régimen procesal preferente y sumario para la tutela de los derechos fundamentales. Ésa continúa siendo la única norma general al respecto. De manera más específica se han dictado otras leyes sectoriales similares, la que más nos interesará aquí será la de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen: un intento fallido que se abordará en otro lugar.

			Pero junto a ello, lo más destacable del régimen de los derechos fundamentales de la Sección primera (más los de los arts. 14 y 30), es el recurso de amparo. Se trata de un procedimiento excepcional, ante un órgano, el Tribunal Constitucional, que no forma parte del poder judicial. Ante él se acude cuando se han agotado todas las posibles vías de recurso ante los jueces ordinarios sin obtener una satisfacción frente a la lesión de derechos fundamentales que se alega. Someramente, el proceso de amparo se desenvuelve de la manera siguiente: el particular afectado presenta un recurso ante el TC. Éste decide en primer lugar acerca de la admisión o no del mismo. Es un trámite destinado a evitar que el recurso extraordinario se convierta en ordinario; en la práctica, la inmensa mayoría de recursos de amparo se inadmiten en esta fase. Admitido el recurso, se fija fecha para su deliberación y el Tribunal Constitucional (normalmente en una Sala de seis miembros) decide sobre el mismo, dictando una Sentencia. La Sentencia consiste básicamente en la denegación o el otorgamiento del amparo. En este último caso se anula el acto o decisión que haya impedido el pleno ejercicio de los derechos protegidos y se restablece al recurrente en la integridad del mismo. Lo verdaderamente interesante del recurso de amparo es que el Tribunal Constitucional sólo se haya vinculado por la Constitución y la Ley Orgánica que regula su funcionamiento. Por eso, la decisión acerca de las alegaciones del recurrente se toma sin tener que tomar en consideración más que el contenido constitucional de cada derecho, independientemente de las leyes que los regulen.

			Hay todavía una garantía más, en virtud del Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos y de la Libertades Fundamentales (CEDH), elaborado en el marco del Consejo de Europa en Roma, en 1950, y firmado por España en 1977. Este convenio establece un procedimiento de protección ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH). No es una garantía de los derechos fundamentales, sino de los derechos del convenio, derechos humanos. Interesa aquí sin embargo porque es aplicable a una mayoría de derechos fundamentales de la Constitución que coinciden en lo básico con los enumerados en el CEDH. Además, el artículo 10.2 CE impone un mandato de interpretación de los derechos fundamentales «de conformidad a los tratados internacionales sobre las mismas materias ratificados por España». Ante el Tribunal de Estrasburgo, en virtud de una reciente reforma, pueden acudir directamente todos los ciudadanos españoles que consideren vulnerados sus derechos recogidos en el CEDH. Es necesario haber agotado antes todos los recursos disponibles para la protección de esos derechos dentro de España. Es decir, que sólo cabe acudir a Estrasburgo cuando se haya intentado, sin éxito, obtener la protección de todos los tribunales nacionales accesibles (incluido, en caso de que se trate de un derecho susceptible de recurso de amparo, el Tribunal Constitucional). Las Sentencias que dicta el TEDH no son, excepto en su aspecto monetario, directamente aplicables en España, sino que necesitan de un acto jurídico español para darles eficacia. El Estado español dispone, en ese sentido, de margen para apreciar libremente en qué manera se da satisfacción a los mandatos del Tribunal europeo.

			3. LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA

			Parece que hemos dejado de lado el apartado tercero del artículo 53 CE. Allí se alude a los principios del Capítulo tercero del Título I de la Constitución. Está claro que no se trata de derechos fundamentales, puesto que sólo pueden invocarse ante los tribunales, para que los protejan, si existen leyes que los desarrollen y en el sentido que estas leyes indiquen. Por tanto, a primera vista parece que se trata de principios que sólo tangencialmente vinculan al legislador. Sin embargo, también se dice en el mismo lugar que su reconocimiento, respeto y protección informarán la legislación práctica judicial y actuación de los poderes públicos. El «truco» está en ese «informarán». No se trata de un mandato de sometimiento a tales principios, sino de una interdicción de acciones restrictivas de ellos. El legislador no está obligado a desarrollar estos principios en ningún plazo, ni se prevé sanción alguna para el caso de que no los desarrolle. No obstante, lo que queda prohibido es que se dicte una legislación contraria a las directrices contenidas en esos principios.

			Esto se entiende mucho mejor si se acude al Capítulo tercero directamente. Hay allí dos tipos de mandatos. Algunos hablan de derechos: «se reconoce el derecho a la protección de la salud» (art. 43); derecho a la cultura (art. 44); «todos tienen derecho a disfrutar un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona» (art. 45); «todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada» (art. 47). Otros, en cambio, constituyen directrices políticas dirigidas a los poderes públicos: «los poderes públicos mantendrán un régimen público de seguridad social para todos los ciudadanos» (art. 41); «los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico» (art. 46); «los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios» (art. 51). Por tanto, aparentemente conviven en el Capítulo tercero directrices con derechos. En verdad no es así, porque el artículo 53.3 CE establece que el régimen de todo el Capítulo es el de las directrices. Así que no hay derechos. Incluso los mandatos que aparecen formulados como derechos son sólo eso, directrices políticas.

			Y una directriz es algo que orienta la actuación del poder, pero sometida a la autonomía de éste. No se trata de facultades personales que puedan reclamarse de las autoridadaes, los jueces o el legislador (como los derechos fundamentales) sino de principios que deben seguir las autoridades en caso de que intervengan en la regulación de esas materias. Los ciudadanos no pueden exigir una vivienda, sobre todo no pueden exigirla judicialmente. En cambio, los poderes públicos tampoco pueden seguir una política encaminada a evitar la generalización de viviendas dignas y adecuadas. Del mismo modo que, en virtud del artículo 39 CE son contrarias a la Constitución (y pueden ser anuladas por el Tribunal Constitucional) las leyes que perjudiquen a la familia, sin que ello implique que las familias puedan exigir jurídicamente una protección determinada.

			BIBLIOGRAFÍA

			Sobre el concepto de Constitución, hay un librito clásico, escrito con intenciones divulgativas: Ferdinand LASALLE, Qué es una Constitución, Barcelona, 1989. También son clásicos en el pensamiento constitucional español, Konrad HESSE, Escritos de derechos constitucional, Madrid, 1992; Manuel GARCÍA PELAYO, Derecho constitucional comparado, Madrid, 1991; y del mismo autor Las transformaciones del Estado contemporáneo, Madrid, 1991.

			El mismo tema también aparece muy claro en el manual de Paolo BISCARETTI DI RUFFIA, Derecho Constitucional. Por otro lado, el manual más completo de derecho constitucional español que hay ahora en el mercado es el de Javier PÉREZ ROYO, Curso de Derecho Constitucional, Madrid, 1998 (undécima edición, 2007). Muy consultado también (básicamente por ser el primero publicado en nuestra etapa constitucional), está el libro de Eduardo GARCÍA DE ENTERRÍA, La Constitución como Norma Jurídica, Madrid, 1981.

			En cuanto al concepto de derechos fundamentales, la aportación más clara e interesante en nuestro país es, sin duda, el artículo de Pedro CRUZ VILLALÓN, «Formación y evolución de los derechos fundamentales», Revista Española de Derecho Constitucional, n.º 35 (1989), pp. 35 ss. Quien realmente quiera profundizar en el tema puede acudir a manuales mucho más complejos, por ejemplo el de Luis María DÍEZ-PICAZO, Sistema de derechos Fundamentales, Navarra, 2005; o el colectivo de profesores de la Universidad de Oviedo, Teoría general de los derechos fundamentales en la Constitución española de 1978, Tecnos, Madrid, 2004.

			
				
					1 Cfr. Manuel GARCÍA PELAYO, Derecho Constitucional Comparado, Madrid, 1991.

				

				
					2 Cfr. Pedro CRUZ VILLALÓN, «Formación y evolución de los derechos fundamentales», REDC, n.º 25, pp. 35 ss.
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			1. LA LIBERTAD DE PRENSA EN EL NACIMIENTO DEL ESTADO CONSTITUCIONAL

			Aproximarse a la historia constitucional española al hilo exclusivamente de un derecho fundamental concreto implica, sin duda, una reducción excesiva. La idea misma de que existan derechos y de que exista una Constitución supone una trascendente evolución conceptual en la organización social que no podríamos obviar aquí. Sin embargo, tratándose de la libertad de prensa —que es como históricamente se conoce a la de información— la tarea resulta más fácil: precisamente este derecho ha tenido siempre un papel destacado en la configuración de los diversos conceptos de Estado y de Constitución. Por ello, el estudio de la libertad de información en nuestra historia constitucional supone, en realidad, descubrir cómo se va formando el Estado, y con qué premisas, en cada momento del pasado.

			Desde su nacimiento, prácticamente, el Estado es Estado constitucional. Así, resulta lógico que la Constitución, como norma, recoja ya desde un principio el listado de los derechos de los ciudadanos. De hecho, se ha visto que ése es uno de los requisitos de cualquier Constitución. Sin embargo, tanto la idea de Constitución como la de derechos no son, en un principio, idénticas a las actuales. Ambas instituciones han ido evolucionando. Y esta evolución resulta didácticamente interesante porque con frecuencia las distintas concepciones que aún hoy día se plantean acerca de qué son los derechos y qué es la Constitución, se corresponden con alguna de las que históricamente ya se han dado. En fin, la historia de la libertad de prensa es también la historia de los derechos y las Constituciones. A eso vamos. Lo haremos de manera sincrónica, Constitución por Constitución.

			A) EL ESTATUTO DE BAYONA


			Artículo CXLV. Dos años después de haberse executado enteramente esta constitucion se establecerá la libertad de imprenta. Para organizarla se publicará una lei hecha en cortes.

			Se ha señalado, con mucha razón, que en España puede resultar forzado hablar de tradición constitucional, pero no de historia constitucional. Y nuestra historia constitucional se inicia, tempranamente, con algo que sólo relativamente fue una Constitución11: en 1808 Napoleón presenta ante una asamblea de representantes estamentales, corporativos y territoriales, pomposamente denominada «Junta Nacional», una norma más o menos constitucional. La asamblea era en principio legitimadora. Se convoca para informar a sus miembros acerca de la cesión de derechos dinásticos por parte de Carlos IV y Fernando VII, pero acaba convertida en asamblea constituyente. La Junta se pronuncia y, con unas leves modificaciones, la norma se promulga y publica a modo de Constitución en julio del mismo año. Se trata de un texto articulado e inteligible, con pretensiones de vigencia general; por primera vez en la historia española se intenta fijar un marco normativo escrito para la monarquía. Ésta queda —aunque sea de manera voluntaria— sometida por primera vez a una norma, y presta juramento a la misma. El texto también define las instituciones básicas del Estado, incluyendo un orden judicial independiente, y algunas libertades individuales básicas.

			Como puede apreciarse, a la vista del artículo 145, la libertad de imprenta no entra en juego por el mero reconocimiento constitucional. El tenor del artículo arriba recogido sitúa al lector en la que era la situación hasta 1808: cualquiera no podía poseer una imprenta y publicar libremente en ella lo que quisiera. Bien al contrario, además de las distintas censuras previas, entre las que destaca la del Santo Oficio, regía un sistema de licencias, de manera que la información era un ámbito controlado por el Estado. La creación de un periódico no era libre, sino que dependía de la autorización expresa del Estado. A partir de la aprobación de la Constitución se suponía que iba a pasar un período mínimo de siete años tras los cuales se regularía la liberalización de la prensa. Por otro lado, el texto constitucional establece también una Junta Nacional de Imprenta, compuesta por parlamentarios y supervisada por el ejecutivo, para controlar el ejercicio de tal libertad cuando sea posible. Coherentemente con este temor que suscita la libertad de información, se establece también la posibilidad de censura previa de publicaciones, si bien limitada por la posibilidad de los afectados de recurrir ante la junta de libertad de imprenta contra las decisiones de censura.

			La idea de que todas las imprentas estuvieran en manos estatales, o sometidas a la autorización del Estado para su creación puede parecer muy chocante hoy en día. Lo es menos si se toma conciencia de cómo históricamente se plantean esquemas que luego con el paso del tiempo no hacen sino permanecer. Así, el régimen jurídico actual de la televisión en España presenta un extraordinario parecido con el que tenían las imprentas a fines del antiguo régimen. En nuestro derecho aún se afirma que todas las televisiones son un servicio público, de modo que teóricamente pertenecen al Estado o están sometidas a su control. Por eso el ejemplo del Estatuto de Bayona y su aplicación puede tener una utilidad actual. Tal vez, del mismo modo que con la difusión de las ideas de la revolución francesa y el consiguiente desarrollo de la sociedad, intentar someter las imprentas a licencia era ya como ponerle puertas al campo, hoy día se hace cada vez más difícil mantener la ficción de que todas las televisiones sean un servicio público y la tendencia —igual que pasó entonces con la prensa— sea la de la libertad más o menos absoluta, sometida al poder económico.

			Del texto se deduce, eso sí, una concepción de los derechos bastante coherente con la idea actual de derechos fundamentales, aunque originariamente distinta. Nótese que se habla de «establecer» una libertad, lo que da fe de que no ha de ser entendida como un derecho innato del ciudadano, sino como una concesión del poder. A pesar de ello, se dice que el legislador «organizará» el derecho. La noción de organizar evoca fácilmente nuestro actual artículo 53.1 CE cuando faculta a la ley para «regular el ejercicio de los derechos». En ambos casos la idea es clara: una cosa es que exista el derecho, y otra muy diferente el modo en el que se va a organizar su ejercicio. Como se verá, esta claridad desaparecerá a lo largo del siglo XIX y sólo muy recientemente podrá recuperarse la distinción.

			El Estatuto de Bayona tendrá una vigencia muy parcial y extremadamente accidentada hasta el momento de la definitiva derrota napoleónica en España. Sirvió, eso sí, para abrir camino a la posibilidad misma de que existan derechos y libertades que —recogidos en una Constitución que sirve de límite al ejercicio del poder— progresivamente conviertan en ámbito propio del ciudadano terrenos hasta entonces controlados por la autoridad.

			B) LA CONSTITUCIÓN DE 1812

			Artículo 371. Todos los españoles tienen libertad de escribir, imprimir y publicar sus ideas políticas sin necesidad de licencia, revisión ó aprobacion alguna anterior á la publicacion, baxo las restricciones y responsabilidad que establezcan las leyes.

			A partir de septiembre de 1808 se crea una Junta Central Suprema, constituida como coordinadora general de la resistencia y en defensa del orden monárquico tradicional que se considera alterado. La prolongación del movimiento de resistencia va suscitando una necesidad de rellenar el vacío institucional que cristalizará en la convocatoria de las Cortes cerca de Cádiz. Se trata de una convocatoria basada en una tradición histórica que, como no existe, se inventa para el momento. La finalidad es, formalmente, rechazar la renuncia de la Corona hecha por Fernando VII, o sea revocar la decisión para la que se convocaron las Cortes en Bayona. En realidad se van a renovar las instituciones nacionales del Reino. Los miembros de la asamblea constituyente se eligen a través de sucesivos procesos electorales ascendentes a partir de un sufragio general masculino. Desde el primer momento ellos se consideran los representantes de la nación española en los que reside la soberanía. Y actúan como poder constituyente soberano. Se imponen sólo el deber de mantener la monarquía. No obstante, sin la presencia efectiva del monarca durante el período constituyente, el texto definitivo va a tener características revolucionarias: separación de poderes y soberanía nacional. Como Constitución, es en sí misma una limitación de los poderes del rey y una racionalización del funcionamiento del Estado, al servicio del bien común.

			Algunos de los derechos que se reconocen aparecen también como valores previos a la propia Constitución. Básicamente, la libertad individual, la libertad política de la nación y la propiedad. Hay otros derechos desperdigados por el texto. No aparecen, como en Francia, en una declaración solemne a modo de listado, pero sí como valores que se imponen al constituyente, a la misma nación y, por consecuente, al monarca. No se establecen garantías genéricas para los derechos, pero sí se ponen las bases de un poder judicial independiente y sometido a la Ley. Para algunos derechos se establecen mecanismos especiales de garantía, pero normalmente están destinados más a asegurar su desarrollo legislativo posterior que su eficacia sustantiva. En esta época se tiene ya plena conciencia de que los derechos sólo pueden ser garantizados por el legislador: la democracia viene asegurada por la ficción representativa parlamentaria, así que no puede pensarse siquiera en la posibilidad de aprobar unos derechos resistentes al propio legislador, sería absurdo. De este modo, se habla por primera vez de que la libertad de imprenta queda sometida a «las restricciones que establezcan las leyes». El Parlamento deja de limitarse a «organizar» los derechos y ahora está facultado ya para limitarlos o restringirlos. Se trata, por tanto, de derechos legales sin la fuerza vinculante que tiene hoy día la noción de «derechos fundamentales». Tampoco hay previsto ningún órgano capaz de imponerse al Parlamento; exclusivamente se espera que, a través del derecho de petición las Cortes mismas lleguen a desempeñar un papel similar al de la jurisdicción constitucional.

			La libertad de prensa, ya se ha visto, aparece unida a la de expresión. Interesa destacar el lugar en que se inserta este artículo 371 dentro de la Constitución: aparece en el título rubricado como «de la instrucción pública». En el mismo se fijan las bases para la generalización de la educación. Se establecen escuelas en todos los pueblos y la enseñanza en todos los niveles de los principios constitucionales junto con los de la religión católica. E inmediatamente después se reconoce la libertad de imprenta.

			No resulta difícil entender la razón: se está tratando de inventar la historia, de introducir principios radicalmente nuevos haciéndolos pasar por recuperación de los más seculares de la nación. Se quiere asentar la idea de España como nación que, habiendo dispuesto en otros tiempos de instituciones libres y representativas, las ha perdido luego. Para que el espíritu constitucional se extienda y la Constitución misma sea aceptada, la libertad de imprenta y el debate político a través de los medios de comunicación de la época son un arma trascendental. Y en esa misma razón de ser de la situación topográfica de las libertades de prensa y expresión está la declaración de sus límites: el 29 de abril de 1812, las Cortes aprueban un decreto que prohíbe la reimpresión del texto constitucional sin permiso previo del gobierno, que sirve de ejemplo para comprender cuál debe ser el criterio a la hora de interpretar la Constitución.

			La idea de que la información ha de servir a un determinado espíritu constitucional, aunque para ello se haga necesario orientarla desde el poder puede parecer que está muy lejos del espíritu constitucional actual. Hoy día se diría que el ideal constitucional es fomentar la libre circulación de informaciones en el seno de la sociedad, con el mínimo de influencia estatal y con el objetivo de la máxima pluralidad ideológica. No obstante, la utilización que se hace en la Constitución de 1812 de la libertad de información tiene cierto parangón en la actualidad, hasta el punto de que podría decirse que está ocasionalmente vigente. No son raros, en especial en los momentos de crisis, los llamamientos dirigidos a los medios de comunicación por parte de la administración pública para, en nombre de la ética democrática, orientar sus informaciones de la manera más favorable a una interpretación purista de la Constitución. Baste recordar las declaraciones de los políticos y las empresas de prensa estadounidenses tras los atentados del 11 de septiembre de 2001, en el sentido de ignorar determinados hechos (notablemente las declaraciones en vídeo de algún líder terrorista) para fortalecer la confianza del ciudadano en la Constitución americana. En nuestro país también podría buscarse algún ejemplo que se entiende mucho mejor al analizar las circunstancias de 1812, cuando el triunfo de una idea constitucional hizo necesario renunciar en cierta manera al pluralismo que se deriva de usar tan sólo la veracidad y el contraste como parámetro de lo que se debe publicar.

			En realidad, el tenor del artículo 371 de la norma constitucional de 1812 habla como si el derecho a la libertad de imprenta existiera antes de la propia Constitución. Y en efecto, así es. La libertad de imprenta se introduce en España por el decreto de 10 de noviembre de 1810. Su artículo primero es similar al constitucional, los demás introducen una reglamentación bastante exhaustiva acerca del ejercicio de la nueva libertad: se fija la responsabilidad individual de editores e impresores y se sustituye la censura previa por un sistema complicado de control, distinto según se trate de obras civiles o religiosas. Está basado en unas juntas de censura y un procedimiento en el que el autor puede acudir a distintos órganos para la revisión de una eventual decisión restrictiva. Cuando se dicta la Constitución, el decreto es modificado y se hace más igualitario. De cualquier manera, conviene destacar que no se trata de una libertad ilimitada. En la práctica la contestación a la liberalización de la prensa fue grande y con frecuencia la discusión acerca de los casos concretos acabará ante las propias Cortes2. Como se sabe, la Constitución de 1812 sólo tendrá vigencia unos seis años, durante períodos intermitentes hasta 1837 pero, a partir de ella, la libertad de prensa, como parte del contenido de la Constitución, va a irse convirtiendo en un elemento indispensable del sistema político español.

			2. LA OPINIÓN PÚBLICA LIBERAL Y LA SEGUNDA FASE DE CONSTITUCIONALISMO

			A partir de los años treinta del siglo XIX España entra en una nueva fase política y constitucional. Los cambios de régimen político se plasman ahora en cambios de la Constitución, que se ha convertido en un elemento inseparable del poder. Al mismo tiempo, el concepto de Constitución pierde la fuerza revolucionaria de los primeros tiempos. Hay una etapa de más de treinta años en los que la Constitución se convierte en una norma esencialmente formal, en un nombre que va perdiendo capacidad de alterar la práctica diaria del ejercicio del poder. Guarda siempre, eso sí, un valor teórico importante como fundamento de legitimidad y a modo de objetivo ideal.

			A) LA CONSTITUCIÓN DE 1837

			Artículo 2.º Todos los españoles pueden imprimir y publicar libremente sus ideas sin prévia censura, con sujecion á las leyes.

			La calificación de los delitos de imprenta corresponde exclusivamente á los jurados.

			En 1836 se convocan elecciones con arreglo a lo dispuesto en la Constitución de 1812 (que sólo nominalmente se aplicaba entonces) con la finalidad inicial de reformar este texto. En realidad lo que se hace es elaborar una nueva Constitución, que se pretende mucho más reducida y limitada a lo más sustantivo de la organización del Estado. Se cree que la Constitución ha de ser una norma esencialmente procedimental, que fije el modo en que se ejerce el poder, pero sin regular contenidos específicos. Pese a ello, se introduce un listado de derechos. Obviamente, la eficacia de estos derechos quedaba prejuzgada.

			Siguiendo con el criterio que se utilizó para la Constitución de Cádiz, lo primero que llama la atención es la colocación de la libertad dentro del articulado constitucional. Aparece en el artículo segundo. Una posición predominante que la Comisión constitucional explica en su dictamen indicando que «se ha puesto al principio, como el primero y más interesante de todos los derechos, y el más eficaz y seguro para la conservación y defensa de los restantes». En efecto, el sistema ideado descansa sobre la opinión pública como sustituto de lo que en 1812 eran las libertades civiles y políticas. Prácticamente todas las modificaciones del sistema se explican a partir de la idea de opinión pública, de manera que la libertad de imprenta, su garante, se convierte en requisito básico para la apariencia lógica del sistema.

			En 1837 el Rey deja de estar limitado material y temporalmente a la hora de vetar las decisiones del Parlamento. Es decir, que el monarca, como poder ejecutivo se sitúa en una posición similar a la del legislativo. Se acabó la ilusión de 1812 del sometimiento real a los representantes populares, que tan inaceptable había resultado. El voto es ahora censitario. Suprimido el mandato de instrucción pública generalizada, tan sólo participan en las elecciones las clases más altas, instruidas y educadas. Eso se justifica en que también ellas son las únicas que crean la opinión pública. El sistema de democracia representativa sólo tiene valor en cuanto mecanismo para hacer llegar a la cúspide del Estado la opinión pública. Así, si el monarca estima que en determinado asunto las Cortes se equivocan y contradicen a la opinión pública debe impedir que las decisiones parlamentarias se conviertan en normas jurídicas. El rey, pues, debe poder acceder a la opinión pública y ello sólo puede hacerlo si se garantiza la libertad de imprenta. La publicación de ideas, realizada de la manera más libre posible por todos aquellos que están en condiciones de expresarse y acceder a la imprenta es el sustituto, más que el complemento, ideal del sistema electoral. La idea no es tan antigua. Piénsese por un momento en cómo en la actualidad se sigue defendiendo a veces desde los medios de comunicación: no es extraño que la opinión pública expresada a través de los medios se presente como correctora de las deficiencias de la democracia electoral. Hay en nuestra historia reciente ejemplos suficientes de medios de comunicación que han llegado a exigir la dimisión de alguna autoridad recién elegida por sufragio universal directo con el argumento de que eran los ciudadanos los que la reclamaban. Estaban convencidos de que un periodista puede conocer la voluntad popular mejor de cómo se expresa a través de las elecciones. En la etapa que estudiamos esa misma idea es el fundamento del régimen político. Nótese, en ese sentido, el intenso paralelismo entre quienes pueden ejercer el derecho de voto censitario y quienes se expresan a través de la prensa: en ambos casos se exigen nivel de renta y conocimientos culturales —en una Constitución en la que ha desaparecido el derecho a la educación— como requisito legitimador.

			Por ello, la libertad de imprenta aparece en el texto constitucional de 1837 con una garantía específica: los jurados para la calificación de los delitos de imprenta. Se trata de que, dada la importante función política de la libre expresión y publicación de ideas, sean los propios ciudadanos los que decidan acerca del abuso o no del derecho en cada caso concreto. El jurado es la expresión judicial de la nación, que se impone incluso frente a los poderes creados por la Constitución. Ésa es casi la única protección que le queda en este sistema constitucional a la libertad de prensa. El resto de derechos de la Constitución, como la libertad personal, la inviolabilidad del domicilio o la propiedad, carecen de esta garantía; son en sí límites al legislador pero éste puede suspenderlos en circunstancias extraordinarias. Y si la libertad de prensa se garantiza especialmente no es en cuanto derecho de la nación, sino como fundamento de la organización política. Puede pensarse que hoy día, la función democrática de la información sigue siendo la razón de su especial protección constitucional. Lo que varía, sin embargo, es la pretensión de sustituir con ello el principio de igualdad y la participación democrática en la formación de la voluntad del Estado.

			En el terreno más práctico, en octubre de 1837 se dicta la ley de prensa llamada a desarrollar la disposición constitucional. A la par que la organización y publicidad de los jurados, se establece el depósito previo de periódicos, se otorga a los gobernadores civiles la facultad de suspender las publicaciones que atentaran contra el orden jurídico y, sobre todo, se aumenta la fianza exigida para editar periódicos. A todas luces, de lo que se trata es de orientar el derecho de la información a su función política elitista, evitando que se use como derecho de la personalidad por todos los ciudadanos o, peor aún, como instrumentos de agitación social.

			B) LA CONSTITUCIÓN DE 1845

			Artículo 2.º Todos los españoles pueden imprimir y publicar libremente sus ideas sin previa censura, con sujecion á las leyes.

			En 1844 se decide cambiar la Constitución vigente. Esta vez se trata formalmente de elaborar una nueva constitución y sin embargo muchos artículos y el propio índice quedan prácticamente inalterados. Aun así, se presenta como una nueva norma fundamental; básicamente porque se cambia la persona del constituyente: ya no es la nación soberana quien se otorga a sí misma una Constitución, sino que ésta surge de la voluntad conjunta del rey y las Cortes. Son el monarca y el Parlamento los que crean la Constitución, y no al contrario; así que difícilmente podrán quedar estos poderes vinculados por la norma elaborada. De hecho, tampoco queda clara la posición de la propia Constitución dentro del ordenamiento jurídico. No se incluye ningún procedimiento para la reforma constitucional, y no es tanto porque cualquier ley pudiera modificarla como porque dada su escasa fuerza jurídica parecía poco necesario incluir ningún cambio.

			La nueva concepción se aprecia inmediatamente en la formulación del reconocimiento de la libertad de prensa. Se mantienen la misma posición y el mismo tenor del artículo con la única supresión de la alusión a los jurados. Pero con ello se está terminando con la garantía del derecho. La libertad de prensa se podía imponer a los poderes constituidos del Estado a través de los jurados ciudadanos. Sin ellos, el resultado es que el reconocimiento del derecho no conlleva ningún mecanismo para que lo haga realmente eficaz frente a las limitaciones que quiera introducir el poder. Así que el derecho se reconoce pero no se asegura que pueda ejercerse efectivamente, ni se establecen garantías que eviten su violación por el Estado.

			Y efectivamente, al amparo de esta falta de normatividad, la libertad de prensa se va restringir muy pronto. En 1851 el Estado firmará un concordato con la Santa Sede por el que se introduce un efectivo sistema de censura para los escritos que traten «sobre el dogma».

			C) LA CONSTITUCIÓN Y EL ACTA ADICIONAL DE 1856

			Artículo 1.º La calificación de los delitos de imprenta corresponde á los jurados, salvas las excepciones que determinen las leyes.

			A partir de 1854 se produce en España un movimiento de vuelta hacia los principios de la Constitución de 1837. En un primer momento se elabora un nuevo texto constitucional, al que se van a añadir unas «bases de leyes orgánicas». La idea general es similar a la de 1837. En cuanto a la libertad de imprenta, se reintroduce parcialmente el jurado y se prohíbe la censura previa: «no se podrá secuestrar un impreso hasta después de haber empezado a circular». Las Bases Orgánicas de la Ley de Imprenta regulan las garantías de esta libertad, en qué casos intervienen los jurados, cuáles son las expresiones prohibidas por atentar contra el honor o la honra de instituciones. Establecen la censura de publicaciones religiosas y la responsabilidad en cascada de editores e impresores. Sin embargo, ni la Constitución ni las bases llegan nunca a entrar en vigor efectivamente, disolviéndose las Cortes constituyentes al poco de su elaboración.

			Lo que se saca entonces es un acta adicional a la Constitución de 1845 —que se ha vuelto a declarar en vigor— con la que se pretende devolverle el espíritu de 1837. La reintroducción del jurado par los delitos de imprenta, a la que se dedica el primer artículo del acta, tiene, como se ha visto, un sentido que trasciende a esta libertad. Sin embargo, la vigencia de este documento es de apenas un mes. Lo que interesa destacar es la dualidad del concepto de Constitución y del de derechos a lo largo de todo el período, en función del vaivén político de la sociedad. La lucha por cada una de las dos opciones en juego se plasma siempre en la configuración de la libertad de información y expresión impresa, de modo que ambas perspectivas comparten una idea similar acerca de la centralidad de la opinión pública liberal en todo el sistema político. Como ejemplo baste señalar que, a lo largo de toda esta etapa, la pertenencia a los jurados de prensa va a estar siempre restringida a ciertos ciudadanos, en razón de su renta personal; aunque varíe a qué ciudadanos en concreto se les permite integrarse en ellos, siempre está reservado para los máximos contribuyentes de cada provincia.

			La otra modificación que se intenta en 1856 evidencia un creciente poder del Parlamento: los jurados no pueden intervenir en todos los casos, sino que de nuevo se entrega el ejercicio del derecho a la voluntad del legislador. Se permitirán excepciones a la jurisdicción del jurado cuando lo establezca la ley. Es un ejemplo perfecto de la identificación «natural» entre democracia y Parlamento que impregna todo el derecho constitucional durante el siglo XIX y parte del XX.



OEBPS/image/65924.jpg
z‘ec‘éw





OEBPS/image/9788430964444_EPub_cub_fmt.jpeg
Joaquin Urias
x>
PRINCIPIOS

DE DERECHO
DELA |
INFORMACION

TERCERA EDICION

tef(’{w





